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Introducción

Es un honor participar en este merecido homenaje que se le hace a uno de los 
abogados de mayor cultura en la esfera nacional. Porque René Molina Galicia 
no solo es un jurista de extensos y profundos conocimientos en el área jurídica, 
sino que su erudición abarca los diferentes ámbitos de la cultura. Con este 
ligero atisbo, desde mi perspectiva de juez penal y testigo de la evolución 
de esta rama del Derecho durante más de cuatro décadas sobre la crisis penal 
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y procesal penal en el país, pretendo cumplir con la grata misión encomendada 
de enaltecer a quien además, de lo afirmado, es un entrañable amigo.

Venezuela ha retrocedido alarmantemente en materia de Derecho Penal 
sustantivo al regresar a un «sistema represivo» con olvido de principios bá-
sicos del actual Derecho Penal garantista. Es así que disposiciones en esta 
área consagran principios como el de Derecho Penal de «autor», y no el de 
«acto»; establecen responsabilidad penal objetiva, sin importar la relación 
de causalidad entre el sujeto activo y el acto dañoso; crean sanciones priva-
tivas de libertad por «desobediencia a la autoridad», olvidando el principio 
de lesividad; priorizan el principio de la prevención general negativa, con el 
aumento excesivo de las penas; instituyen tipos penales de emergencia con 
fines exclusivamente de eficacia simbólica. Todo esto se ve agravado por la 
ineptitud y falta de independencia de un Poder Judicial complaciente con el 
régimen político actual.

Por otra parte, en el Derecho Penal adjetivo, se instauró un sistema procesal 
moderno de características acusatorio-oral, en sustitución de aquel vigente 
desde el siglo antepasado de corte inquisitivo-escrito. La orientación au-
toritaria del actual régimen político hizo nugatorio las «intenciones reno-
vadoras», y es así que, a través de reformas legislativas, algunas de ellas 
inconstitucionales, órdenes del Poder Ejecutivo, interfiriendo la labor judi-
cial, sentencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia 
y criterios vertidos a través de la «doctrina» del Ministerio Público, se obs-
taculizaron los adelantos procesales, retrocediéndose a un proceso con mar-
cados rasgos inquisitivo-escrito.

Mueve a preocupación la opinión manifestada por algunos expertos, inclu-
sive en foros y congresos internacionales, en el sentido de que el fracaso de la 
reforma en unos países, como Venezuela, en el área procesal penal, se debe  
a que el sistema no es «autóctono» sino importado de la cultura procesal anglo- 
americana. Nada más falso. La inspiración de la reforma fue la originada por 
el Código Procesal Tipo para América Latina, redactado por un equipo de ju-
ristas de la región, en la cual destacó el procesalista argentino Julio B. Maier.



Por otra parte, se trató de involucrar al Banco Mundial para decir que la re-
forma tenía «fines desarrollistas» al aprobarse un proceso acelerado, sin im-
portar mucho las garantías. También totalmente falso. Lo que es cierto, es que 
el Banco Mundial tuvo actividades en Venezuela de modernización del sis-
tema de justicia en sus diferentes ramas –penal, civil y administrativo– a prin-
cipios de la década de los 90: organización de los despachos, automatización 
de la información, destreza gerencial para dirigir un tribunal, habilidades para 
darle mayor celeridad a los procesos. Pero el lema del Banco Mundial, mu-
chas veces escuchado por mí era: «Todo sin recurrir a reformas procesales». 
La idea era no alargar en el tiempo los lineamientos de estas correcciones  
o mejoras de simple trámite, nunca reformas procesales que tendrían que es-
perar el «lobby» político y toda la engorrosa gestión de la aprobación legisla-
tiva. Así que el Banco Mundial nada tuvo que ver con la creación del nuevo 
modelo procesal penal aprobado por el Congreso de la República.

La reforma en el país se debió fundamentalmente al empuje de ideas que 
partían de la academia tanto interna como del exterior, fundamentalmente 
de Latinoamérica, en la cual tuvo rol descollante Raúl Zaffaroni, debido a 
las denuncias acerca del perverso sistema inquisitivo-escrito, que era corro-
borado y denunciado en la práctica por jueces progresistas. Pero lo más im-
portante fue haber convencido a las fuerzas políticas que hacían vida en el 
parlamento, de la necesidad de una reforma procesal penal, lo cual se con-
cretó con la aprobación por aclamación del Código Orgánico Procesal Penal 
en la sesión conjunta de senadores y diputados del Congreso de la República, 
el 14 de diciembre de 1997, en la cual estuvimos presentes por invitación es-
pecial los corredactores del Código, que fue publicado en la Gaceta Oficial 
del 23 de enero de 1998.

Todo ello: el avieso ejercicio de la judicatura bajo el régimen inquisitivo-
escrito, la experiencia de modernización del Banco Mundial, el proceso de 
redacción del Código Orgánico Procesal Penal y la desolada contemplación 
de su fracaso, forman parte de mi experiencia vital. Fui parte de estos queha-
ceres, logros y decepciones y es por ello que de forma fehaciente sostengo lo 
expresado en las líneas anteriores.
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A continuación, nos referiremos a los aspectos de la legislación penal sustan-
tiva, pasando por la legislación penal de emergencia, los nuevos tipos penales 
y la agravación de las penas. Luego, se examinará la legislación procesal 
penal para detenernos en aspectos referentes a los principios del sistema acu-
satorio-oral, la prisión preventiva, la participación ciudadana, las formas 
alternativas y los recursos. Todas las particularidades procesales serán des-
critas desde el contenido legislativo, para luego examinar las deformaciones 
que han sufrido en la realidad del proceso venezolano.

1. Legislación penal

Se examinarán los siguientes puntos: violaciones a principios del Derecho 
Penal moderno recurriendo a una criminalización violatorio de las bases del 
garantismo; la legislación penal de emergencia con su natural contenido de 
eficacia simbólica; los nuevos tipos penales con la falsa creencia de ser solu-
ciones a problemas sociales, y el aumento de la pena en delitos ya previstos 
y la creación de otros con desproporcionadas penas, con la supuesta idea 
de que se bajarán los índices delictivos a través de la tesis de la prevención 
general negativa.

1.1. Legislación penal de emergencia
Numerosa legislación penal de emergencia desorganiza la legislación penal 
ordinaria y esto se agrava, debido a que la mayoría han sido aprobadas por el 
Ejecutivo, a través de «leyes habilitantes», mediante las cuales el Legislativo 
delega sus funciones. Estas leyes se han referido a ámbitos como el laboral, a 
la producción y distribución de bienes y servicios, a específicas actividades 
delictivas como el hurto y robo de vehículos automotor, secuestro y extor-
ción, distribución de drogas de posesión ilícita, violencia contra la mujer, vio-
lencia contra niños y adolescentes, corrupción administrativa. Sin embargo 
no escapa a la percepción que se tiene sobre este asunto que la mayoría de 
estos tipos están previstos en el Código Penal y se aprueban estas leyes con 
marcados «propósitos simbólicos». Se trata de creaciones legislativas como 
promesa de resolución de conflictos sociales sin aprobar sus formas de imple-
mentación, que termina en su falta de efectividad: demagogia.



1.2. La creación de nuevos tipos penales
A través de estos nuevos tipos se violan principios de Derecho Penal. Por 
ejemplo se vuelve al «Derecho Penal de autor» en la Ley Orgánica del Tra-
bajo, del Trabajador y de la Trabajadora (sic), al declararse directamente 
como responsables de la obstaculización de órdenes de la autoridad ejecutiva 
del trabajo a los directivos de la empresa, en caso de no identificarse a los 
autores del hecho (artículo 538).

Se consagra la «responsabilidad penal objetiva» en la Ley Orgánica de Pre-
vención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, al responsabilizar al 
empleador de accidentes laborales con muerte o lesiones de trabajadores, 
sin necesidad de probar la relación de causalidad entre la conducta del  
empleador y el siniestro producido (artículo 131).

Se penaliza, con «olvido del principio de lesividad», a quien desobedezca 
órdenes emanadas de funcionarios administrativos del trabajo (artículo 538).

En la Ley Orgánica de Precios Justos desde el artículo 51 al 64 se tipifican 
acciones como las de especulación, acaparamiento, reventa de productos de 
primero necesidad, contrabando de extracción, usura, alteración fraudulenta 
de pecios, corrupción entre particulares, con penas hasta de 14 años, que 
pueden llegar a 21 años, según los agravantes que concurran en el hecho.

Se está consciente de que ciertas actividades económicas requieren un con-
trol administrativo y en ciertos casos penal, pero hacerlo de la manera des-
crita atenta en contra del principio de proporcionalidad. Por ejemplo, «… será 
castigado con pena de prisión de 10 a 14 años quien por actos u omisiones 
desvíe los bienes declarados de primera necesidad del destino original 
autorizado por el órgano competente…». Es así que la simple desobediencia 
de la «guía de transporte» ordenada por la autoridad administrativa, sin que 
sea necesario probar la razón que llevó al sujeto activo a desobedecerla, po-
dría acarrear la pena de 21 años de prisión si concurre algún agravante. Creo 
que es tal la desproporción extraordinaria entre acción y sanción en este 
asunto, que no merece otro comentario.
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Lo más preocupante de estas leyes: la del Trabajo y la de Precios Justos, es 
que fueron aprobadas por el Ejecutivo a través de Leyes Habilitantes otor-
gadas por la Asamblea Nacional actuante hasta 2015, violando la reserva 
legal legislativa de la creación de tipos penales.

Pero la legislación que rebasa lo creíble dentro del ámbito penal es la «Ley 
contra el Odio, por la Convivencia Pacífica y la Tolerancia» aprobada por la 
Asamblea Nacional Constituyente. Además de carecer de legitimidad de origen, 
pues ya es suficientemente conocido que dicha Asamblea no fue convocada por 
el pueblo como lo indica la Constitución, sino por el presidente de la República, 
excede de sus funciones al dictar esta Ley, ya que sus atribuciones se concretan 
a la redacción de una Constitución para ser sometida a referendo popular.

Como si lo anterior fuera poco: Ley dictada por un órgano ilegítimo que en-
cima se excede en sus funciones. Dicha Ley viola dos principios básicos del 
Derecho Penal: el de la proporcionalidad al castigar expresiones de ciuda-
danos hasta con 20 años de prisión y el de la tipificación estricta, al crear 
tipos penales ambiguos que podrían servir para calificar cualquier acción 
como delito, según el criterio del intérprete, situación de sumo peligro debido 
a la dependencia del Poder Judicial y del Ministerio Público de los designios 
del Ejecutivo Nacional. Como remate de estas acciones que dan al traste con 
el Estado de Derecho del país, la Asamblea Nacional, único órgano legítimo 
para la creación o derogación de leyes, declaró la nulidad de este instrumento 
legal, debido a que viola preceptos constitucionales, sin embargo los jueces 
siguen llevando procesos penales con base en sus disposiciones.

1.3. La agravación de las penas
Se prevén altas penas mediante reformas legislativas y nuevos tipos penales 
que impiden cualquier intento de rehabilitación, pues con frecuencia se pro-
longan por una generación.

Se puede referir dentro de otras agravaciones de pena, por ejemplo, en el Có-
digo Penal el robo simple (artículo 455) ahora tiene una pena de 6 a 12 años de 
prisión y el agravado (artículo 458) de 10 a 17 años, el secuestro (artículo 460) 



se castiga con la pena de 20 a 30 años «… aun cuando (el autor) no consiga su 
intento», es decir, si la acción es frustrada o tentada, claro con una redacción 
que ignora reglas básicas en lo penal, pues se emplea el verbo «intentar» como 
sustituto errado del verbo «perpetrar». Por su parte, en la Ley Orgánica sobre 
el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia se sanciona la viola-
ción agravada con 20 años de prisión y de 10 a 15 si es simple (artículo 43), lo 
cual puede subir dependiendo de circunstancias agravantes.

La excesiva severidad obedece al falso supuesto de que es un factor impor-
tante para generar la prevención general negativa.

2. Legislación procesal

Se examinarán los siguientes aspectos: El proceso acusatorio-oral y sus ca-
racterísticas relevantes; la prisión preventiva y sus requisitos; la participación 
ciudadana prevista en el Código Orgánico Procesal Penal original con las ins-
tituciones del jurado y el escabinado; las formas alternativas: el principio de 
oportunidad, los acuerdos reparatorios, la suspensión condicional del proceso 
y el procedimiento por admisión de los hechos, los recursos y los obstáculos 
que se presentan en el juicio oral; la deformación de los principios que rigen 
el proceso ha sido una tarea que se han repartido los órganos del Estado: las 
reformas del Código Orgánico Procesal Penal por parte de la Asamblea Na-
cional –por su composición hasta 2015–, el Ejecutivo Nacional a través de leyes 
habilitantes, la jurisprudencia emanada del Tribunal Supremo de Justicia y cir-
culares contentivas de la «doctrina» del Ministerio Público, y estos aspectos 
procesales se desarrollarán planteando el contenido legal, para luego examinar 
la realidad judicial: una cosa prevé la ley y otra es la que se hace.

2.1. El sistema acusatorio-oral según el Código Orgánico 
Procesal Penal
Se previó como titular de la acción penal al Ministerio Público. Sin embargo, la 
fase preparatoria se inicia con la actividad de la pesquisa policial, pero siempre 
según órdenes del fiscal respectivo. Por su parte, la policía judicial depende  
administrativamente del Ejecutivo y funcionalmente del Ministerio Público.
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Una vez aprehendido el imputado, dentro de las 48 horas será conducido ante 
el juez para una audiencia de presentación a fin de decidir acerca de su deten-
ción preventiva judicial. Si se dicta la medida judicial, el fiscal deberá presentar 
dentro de 45 días la acusación, si no lo hace en ese plazo, el detenido quedará 
en libertad, mediante orden del juez.

En la fase intermedia, se presenta la acusación y el juez de control fijará la 
audiencia preliminar en un plazo entre 15 a 20 días para su realización. Se 
podrá diferir en una oportunidad la realización de esta audiencia por un plazo 
que no debe exceder de 20 días. En dicha fase se determinará si se sobresee  
o archiva la causa o es remitida a juicio, previa acusación fiscal.

El juez de juicio, a través del principio de inmediación, recibe todo el acervo 
probatorio en la audiencia oral y pública, esto es, en el juicio. Las pruebas 
policiales, así como la confesión extrajudicial, no tendrán ningún valor de no 
ser presentadas en la audiencia oral y pública.

Inmediatamente, al finalizar la audiencia oral, el juez pronunciará la sentencia 
respectiva o, por lo menos, la dispositiva, para presentar la sentencia dentro de 
los diez días siguientes.

2.2. El sistema acusatorio y la realidad
Frecuentemente, el proceso se inicia en sede policial y se continúa la investi-
gación sin intervención fiscal.

A través de diferimientos violatorios de la ley, la fase preparatoria e intermedia 
–pesquisa policial, investigación del Ministerio Público, medidas judiciales 
acerca de la libertad, presentación de la acusación– se prolongan por años, 
cuando no debe durar más de 65 días, incluyendo la prórroga. Para la audiencia 
oral y pública a cargo del juez de juicio, que debe fijarse entre los 10 y 15 
días de haber recibido las actuaciones del tribunal de control, transcurre con  
frecuencia meses o, en el peor de los casos, años.



El principio de que la prueba no debatida es nula, inexistente, es violado co-
tidianamente al darle valor a las experticias a través de la «lectura del acta» 
respectiva, sin la presencia del perito, lo cual viola también la característica 
de oralidad.

La oralidad en la audiencia oral y pública, en el juicio, fue erradicada con una 
reforma legislativa en la cual debe dejarse constancia por escrito de todo lo 
acaecido en dicha audiencia, según el artículo 317, introducido por desgracia 
en el Código Orgánico Procesal Penal. Por lo anterior, el juez «no» decidirá 
con base en la inmediación –con lo que presenció en la audiencia–, sino con 
la lectura del acta en cuestión, redactada por cualquier funcionario judicial.

Por otra parte, el despacho de la Fiscalía General, mediante circular, instruyó 
a los fiscales para que no permitieran al investigado y su defensa acceder a las 
actas de la causa, hasta producirse el acto formal de imputación, lo cual viola 
el derecho a la defensa. Esto desobedece lo pautado en el Código Orgánico 
Procesal Penal.

Según el Código, el imputado lo es desde el primer acto de investigación y 
puede examinar las actas desde el principio (artículo 126). Esta orden del 
Ministerio Público recuerda las normas del sistema inquisitivo que estaba 
vigente en el país, debido a que solo se podía acceder a las actas luego de  
que se impusiera el procesado del auto de detención, es decir, todas las 
pruebas se realizaban a sus espaldas y con ellas el juez dictaba dicho auto.

Entonces, la ilegal orden del Ministerio Público resucitó la perversa institu-
ción del «secreto sumarial» del sistema inquisitivo: el imputado podrá exa-
minar las actas luego de que el fiscal prepare todas las pruebas en su contra, 
a sus espaldas. Lo anterior también viola uno de los principios que debe 
orientar el proceso, previsto en el Título Preliminar del Código Orgánico 
Procesal Penal, el cual consagra la defensa e igualdad entre las partes y que 
se especifica en su artículo 12: «La defensa es un derecho inviolable en todo 
estado y grado del proceso. Corresponde a los jueces y juezas (sic) garanti-
zarlo sin preferencias ni desigualdades».
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Inexorablemente, el sistema inquisitivo y la escrituralidad están «regresando» 
al proceso penal venezolano de la mano del Ejecutivo, de la Asamblea Na-
cional –hasta su composición del 2015–, del Tribunal Supremo de Justicia y 
del Ministerio Público, con el silencio cómplice del obediente Poder Judicial.

Otro criterio difundido y avalado por sentencia de la Sala Constitucional 
transgrede normas procesales que indican que el juez puede, una vez 
finalizada la audiencia oral, hacer conocer la parte dispositiva de la deci-
sión definitiva, teniendo un lapso de diez días para publicar la sentencia con 
todas sus partes, como lo prevé el artículo 347 del Código Orgánico Procesal 
Penal. Si el juez que presenció las pruebas en la audiencia pública ya no lo es 
–muerte, destitución o traslado–, deberá repetirse el juicio ante el nuevo juez. 
Lo violatorio de las normas procesales aludidas, con base en jurisprudencia 
de la Sala Constitucional, es que este lapso puede distenderse sin término e, 
inclusive, si el juez que dictó la dispositiva es sustituido, el nuevo juez podrá 
acometer la tarea de dictar sentencia ¿Con que elementos redactará la sen-
tencia sí estuvo ausente del juicio, de la audiencia oral y pública? El colmo 
de este disparate que viola el principio de la inmediación y del juez natural, 
es que la persona que ya no es juez en ese tribunal ¡puede dictar la sentencia!

2.3. La prisión preventiva y las previsiones legales
Según la Constitución y el Código Orgánico Procesal Penal  (artículos 44 y 
229, repectivamente), en el proceso penal la «libertad es la regla» y la pri-
sión la excepción; por tal razón, en principio, se debe juzgar penalmente a 
la persona en libertad. El control de la prisión preventiva está fijado por los 
requisitos de que nadie puede ser detenido, sino por orden judicial o por ser 
sorprendido en flagrancia. Por otra parte, para preservar estos principios 
protectores de la libertad individual, en la redacción del Código Orgánico 
Procesal Penal, se partió del principio de que la prisión preventiva solo se ha-
bilita por razones procesales: peligro de fuga u obstaculización del proceso.

La detención policial por flagrancia debe ser ratificada por el juez de control 
dentro de las 48 horas. Esta se extiende por 45 días, plazo para que el fiscal 
presente la acusación; de no hacerlo la detención cesa. Se fija como plazo dos 



años para que se produzca la sentencia; caso contrario, la detención preventiva 
debe cesar.

2.4. La prisión preventiva y la realidad
La prisión es la regla: se detiene sin orden judicial y sin que se haya producido 
la flagrancia. Mediante reforma del Código Orgánico Procesal Penal, violán-
dose la presunción de inocencia, se estableció una lista de delitos cuya pre-
sunta comisión extiende hasta por dos años el plazo para la conclusión de la 
investigación, manteniéndose al imputado detenido (artículo 295), lo cual viola 
también el principio de la detención preventiva solo por razones procesales.

Según sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, 
criterio sostenido hasta la actualidad, poco importa si la detención policial se 
produjo en flagrancia: «… una vez que el juzgado de control que conoció la 
causa dictó medida preventiva de privación de libertad contra el accionante, 
las presuntas violaciones constitucionales cometidas por los órganos poli-
ciales se suspenden…»1. En este caso, habiéndose probado fehacientemente 
que la persona no fue detenida en flagrancia, violando la policía el principio 
de que solo puede detener en caso de producirse ese supuesto, la Sala Cons-
titucional autorizó la detención policial con la excusa de una orden judicial 
que fue dictada bajo un supuesto falso y con posterioridad a la detención, es 
decir, para la oportunidad de la detención no existía orden judicial alguna y 
tampoco se produjo la hipótesis de la flagrancia Este es un asunto en el cual 
lo formal sustituye la realidad: la orden de detención judicial clara y proba-
damente basada en un supuesto falso «suspende» la realidad, es decir, «sus-
pende», como si nunca hubiera ocurrido, que la persona «no» fue detenida en 
flagrancia. Psiquiátricamente, esto no es más que esquizofrenia.

Lo peor es que se convirtió en el criterio constante con el cual se decide en los 
tribunales cotidianamente, con base en el lunar de la Constitución de 1999 
que creó la calidad de vinculante para algunas sentencias dictadas por la Sala 

1	 TSJ/SC, sent. N.º 415, del 19-03-04, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/mar-
zo/415-190304-03-0180.HTM.
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Constitucional, lo cual permite a los órganos policiales detener a la ciuda-
danía según su libre criterio; por ejemplo, «porque estaba en actitud sospe-
chosa» es una causa de detención que regresó de lo que se creyó sepultado: 
del sistema inquisitivo. Lo racional y apegado a la normativa en el caso re-
señado, como en cualquier otro, hubiera sido declarar ilegal la detención del 
imputado y revocar dicha orden.

Los plazos de detención policial y detención judicial preventiva no se res-
petan, prolongándose por años.

Igualmente, el plazo de dos años para dictar sentencia, lo cual de no producirse 
justifica la libertad, no se cumple. El caso de la juez María Lourdes Afiuni es 
paradigmático y conocido internacionalmente: pasado dos años y diez meses 
de la detención preventiva de un imputado, «no» se le había formulado la acu-
sación respectiva, razón por la cual, conforme a la ley y más bien con diez 
meses de retardo, la juez Afiuni procedió a ordenar su libertad. Por razones 
personales, el entonces presidente Hugo Chávez montó en cólera y por los me-
dios de comunicación dijo a todo el país que debían condenar a la juez a la pena 
máxima de 30 años de prisión. Estuvo detenida por más de dos años y actual-
mente está sometida a juicio, luego de casi 10 años. La imputaron por el delito 
de corrupción, declarando expresamente el Ministerio Público que no se logró 
probar ningún provecho material en el hecho. Algo verdaderamente insólito.

2.5. La participación ciudadana en la ley
Se concibió, en principio, un proceso penal con participación ciudadana en 
forma de jurados y escabinos, quienes eran seleccionados aleatoriamente del 
padrón electoral. El jurado se componía de nueve miembros, quienes deli-
beraban y presentaban su veredicto al juez, mientras que los escabinos en 
número de dos componían el tribunal mixto, quienes, sumándose al juez pro-
fesional en la audiencia oral o juicio, deliberaban conjuntamente los tres y 
votaban a fin de tomar la decisión respectiva.

Para preservar el principio de inmediación, se escogía dos suplentes para  
jurados y uno para los escabinos, a fin de que presenciaran el juicio –la au-
diencia oral– y quedaran habilitados para suplir a los principales que faltaran.



Los juicios con jurado eran para el juzgamiento de delitos cuya pena era 
mayor de ocho años y los de escabinos, para delitos menores a esa pena. 
Constitucionalmente, tanto en la Exposición de Motivos como en su texto 
(artículo 253, segundo aparte) está prevista la participación ciudadana.

2.6. La participación ciudadana en la realidad
La Asamblea Nacional anterior al 2015, mediante reforma ilegal, por estar 
previsto en la Constitución, eliminó el jurado. Tomándose atribuciones que 
no tiene, excluyó de las instituciones procesales tal forma de juicio, violando 
expresas disposiciones constitucionales.

Posteriormente, la Sala Constitucional decidió que, luego de dos convocato-
rias sin poder instalarse el tribunal con escabinos, violando el principio del 
juez natural, el juicio sería llevado por un tribunal uninominal a cargo, como 
es lógico, de un juez profesional. El acusado en cuestión, según el Código 
Orgánico Procesal Penal y la Constitución, tenía derecho a ser juzgado por 
un tribunal mixto, sin embargo, la Sala Constitucional, sin darle importancia 
a tal garantía del juez natural, procedió a suprimirla en los casos en los cuales 
ocurría la hipótesis antes aludida.

Por último, mediante la promulgación de un nuevo Código Orgánico Procesal 
Penal, que no fue más que reformas del existente, a través de un Decreto eje-
cutivo, se eliminó definitivamente el escabinado. Esta actuación de los Poderes 
Públicos en Venezuela debe destacarse por la violación de normas legales  
y principios de Derecho. En primer lugar, se violó la Constitución en la cual 
está prevista la participación ciudadana, en la forma como lo determina la ley, 
y esta, a través del Código Orgánico Procesal Penal, consagró esa forma de 
juicio. Pero lo más grave es que este «nuevo» Código Orgánico Procesal Penal 
–que es el mismo que estaba vigente con ciertas reformas– fue aprobado me-
diante Decreto del Ejecutivo, a través de una Ley Habilitante dictada por la 
Asamblea Nacional en el 2012, en la cual delegaba ilegalmente tal función. 
Luego, la Sala Constitucional colaboró como cómplice en la perpetración del 
ilícito, al darle su aprobación como Ley Orgánica.
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La excusa para la eliminación de los juicios con jurados y con escabinos fue el 
«retardo judicial» que producía estos tipos de juicio. En vez de disponer recursos 
para impulsar estas formas procesales, se decidió eliminarlas. Sin embargo, el 
inmenso retardo judicial continúa y aumenta. Debe anotarse también que el foro 
venezolano, sobre todo en los estratos de poder, conformado por abogados de 
una cultura inquisitiva, que no entendían cómo un simple ciudadano podía su-
plantar las funciones de un juez profesional –«Quemaré mis libros de Derecho, 
pues no entiendo como un carnicero o una enfermera puedan sustituirme en mi 
función judicial», como oí expresarse en público a un profesor de Derecho–, 
fueron una fuerza que empujó estas desgraciadas reformas.

2.7. Las formas alternativas previstas en la ley
Se previó el principio de oportunidad como excepción, con base en causales 
previstas en el Código Orgánico Procesal Penal. Se consagraron los acuerdos 
reparatorios bajo control judicial para ciertos delitos de contenido econó-
mico, o culposos. Se determinó el procedimiento por admisión de los hechos, 
con un proceso abreviado y una rebaja sustancial de la pena.

2.8. Las formas alternativas en la realidad
El principio de oportunidad no es utilizado por el temor ante las autorita-
rias instancias disciplinarias del Poder Judicial y del Ministerio Público que 
paralizan a jueces y fiscales. Por otra parte, estos funcionarios no gozan de 
autonomía y en su gran mayoría son provisorios, sin estabilidad en el cargo.

Los acuerdos reparatorios se convirtieron en simples resarcimientos econó-
micos. Se concreta en la firma de un documento notariado en donde consta 
las obligaciones en las cuales se compromete el autor del hecho dañoso. Víc-
tima y autor nunca se ven, de eso se ocupan los abogados que los representan; 
de esta manera, se olvida la función de perdón por parte de la víctima y la  
redención del autor, propósitos fundamentales de esta institución.

El procedimiento por admisión de los hechos se ha convertido en la solu-
ción del inmenso retardo judicial, los imputados admiten los hechos, sintién-
dose culpables o no, para ser sentenciados en forma abreviada, librándose del  
interminable proceso ordinario.



2.9. Los recursos en la ley
Se previó un recurso ordinario ante la Corte de Apelaciones y uno extraordi-
nario ante la Sala de Casación Penal del Tribunal Supremo de Justicia. A los 
redactores del Código Orgánico Procesal Penal se nos presentó el obstáculo 
de que el juicio oral, por su naturaleza, debe ser de instancia única, como se 
recomienda en el Código Procesal Tipo para América Latina. También se to-
maron en consideración dos circunstancias que hacían obligatorio fijar alguna 
forma de recurso ordinario ante las sentencias de primera instancia. Una fue 
la tradición de apelaciones múltiples acogida por legislaciones anteriores, lo 
cual se precisó en las últimas en la aceptación de dos instancias de decisión 
ordinaria. La segunda circunstancia que incidió en la decisión fue la de los 
compromisos internacionales ante tratados firmados por Venezuela, como 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en donde se establece 
que toda persona condenada tiene derecho a apelar de esa decisión ante un 
tribunal superior (artículo 8, párrafo 2-h).

Esos motivos hicieron prever en el Código Orgánico Procesal Penal un re-
curso ordinario a través de un dispositivo números clausus que establece los 
motivos por los cuales se puede apelar. Se abandonó, entonces, la tradición 
de apelar a través de disposiciones que permitían que en forma libre se uti-
lizara el recurso. Se trata de un recurso parecido al de Casación; es más, si  
se revisan las disposiciones 444 y 452 del Código Orgánico Procesal Penal, se 
podrá constatar que son los mismos motivos para recurrir de una sentencia 
de primera instancia, que los establecidos para anunciar Casación ante una 
sentencia de la Corte de Apelaciones.

De esta forma, se sorteó el obstáculo de que el juicio oral es de única ins-
tancia, pues el juez revisor no goza de la inmediación para poder calificar 
la percepción de la prueba del juez de juicio, pero sí se podía utilizar el re-
curso para atacar la sentencia de primera instancia por fallas en la estructura  
racional de la sentencia.

El juez que goza de la inmediación es el juez de juicio, que aprecia la prueba 
según su leal saber y entender, y lo expresa en la sentencia según la percepción 
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que tuvo del acervo probatorio. El juez de alzada, por no gozar de esa inme-
diación, mal podría revisar la apreciación de la prueba que tuvo ese juez de 
juicio; por ese motivo, ante la alzada no se podría alegar razones que atacaran 
tal percepción, pues ese juez no tendría elementos para decidir. Diferente es 
en el sistema escrito en donde las pruebas se encuentran en un expediente 
que podrá ser leído por ambos jueces: las mismas pruebas que aprecia el juez 
de instancias en las actas, las apreciará el juez de alzada.

Si el recurso no podía versar sobre la percepción de la prueba por parte del 
juez de instancias ¿en que se podría basar la apelación? Entonces, se podía 
apelar a la «estructura racional de la sentencia» con base en las tres líneas de 
la apreciación de la prueba: los principios de la lógica, de los conocimientos 
científicos o las máximas de experiencia, como enseña Enrique Bacigalupo.

2.10. Los recursos en la realidad
El foro venezolano, acostumbrado a las apelaciones inmotivadas del sistema 
escrito –cláusula numerus apertus–, no entendió el régimen de recursos 
propuesto, ni hubo un intento de capacitación. En vez de adiestrar al inepto 
foro, se procedió a desnaturalizar el proceso oral, con la aprobación de una 
norma en el Código Orgánico Procesal Penal, el artículo 317 anteriormente 
aludido, que prevé el levantamiento de un acta contentiva de lo sucedido en 
la audiencia oral y pública, esto es, en el juicio. Por tal razón, el juez dejó de 
sentenciar con lo presenciado en la audiencia oral, para hacerlo con base en 
la lectura del acta que es asentada por un funcionario judicial. Por otra parte, 
se retornó a los «proyectos» mediante el cual el juez ordena la redacción  
de la sentencia a un funcionario subalterno, pues existe el acta en cuestión que 
sustituye al expediente del sistema escrito.

Los jueces de apelación se permiten, sin haber presenciado la realización  
de la prueba que se produjo en la audiencia oral y pública en la cual lógica-
mente estuvieron ausentes, entrar a examinar la percepción de la prueba por 
parte de ese juez de juicio.



Conclusiones

La ignorancia de los legisladores al creer en falaces ideas que siempre acom-
pañan la percepción popular de lo que es el sistema penal, entre ellas, la muy 
influyente prevención general negativa, creó una grave crisis al ser «aga-
rrados» por la justicia penal gran parte de la población, lo cual se acrecienta 
con otro prejuicio popular que penetra al Poder Judicial, en el sentido de que 
la prisión preventiva es una medida eficaz de «combate» contra la delincuencia. 
«Sacar de circulación» a cualquiera que apenas roce el sistema, es la consigna.

Por otra parte, el Poder Judicial es poco confiable por la influencia que ejerce el 
Ejecutivo en sus funciones. El principio de jueces de actuar autónomo, que 
constituyen un Poder Judicial independiente, ha perdido totalmente su 
sentido en la realidad venezolana. Los dos factores que hacen del juez un 
funcionario autónomo se han extraviado: honradez al actuar con integridad 
en sus decisiones, pues la corrupción hace que actúe apegado a sus intereses 
personales y aptos para el desarrollo idóneo de sus responsabilidades, pues la 
ignorancia los hace seguir las órdenes de quién lo mantiene en el cargo.

Una de las tareas urgente que requiere el rescate de la institucionalidad en 
Venezuela es la renovación del Poder Judicial, desde la más alta instancia, 
como es el Tribunal Supremo de Justicia, desde donde baja la iniquidad que 
contamina a todo el sector. Volver a la elección de magistrados del Tribunal 
Supremo de Justicia a través de un riguroso proceso de selección, en donde 
sea determinante un estricto baremo, que determine la selección de los me-
jores y el regreso de los concursos para la ocupación de los cargos de jueces.

Esa, y no otra, será la vía para adecentar la justicia en el país, base funda-
mental de un sistema genuinamente republicano de respeto recíproco y de 
independencia de los órganos del Estado.
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* * *

Resumen: El autor examina el Derecho Penal sustantivo y ad-
jetivo desde las diversas distorsiones que ha padecido en las 
últimas décadas. Para tales fines, desarrolla brevemente el con-
tenido teórico de algunas figuras claves del Derecho Penal sus-
tantivo –legislación penal de emergencia, nuevos tipos penales, 
agravación de las penas– y adjetivo –sistema acusatorio-oral, 
prisión preventiva, participación ciudadana, formas alterna-
tivas, recursos–, y las contrasta con la realidad, patentizando 
las graves violaciones a las garantías mínimas de todo sistema 
de justicia penal. Palabras clave: Garantías del Derecho Penal, 
legislación penal de emergencia, sistema acusatorio-oral.


